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				Resumen
Introducción:lasituaciónlegalde unapersonaprocesadaoqueestácumpliendounamedidacautelardeprisiónpreventiva,quesirvecomoúltimorecursoantesdeljuicio,esdesumaimportancia.EstosedebealaparentecontrasteentrelasdisposicionesdelaConstitucióndelaRepúblicadelEcuadoryelCódigoOrgánicoIntegralPenaldentrodenuestrosistemalegal.Lanormaconstitucionalestablece que la prisiónpreventiva debequedarsinefectounavezquesehayancumplidolosplazosde6mesesparalosdelitospuniblesconprisióny1añoparalosdelitospuniblesconprisión.Estadisposiciónestableceunplazoparalaprivacióndelibertadenrelacióncondistintosdelitos.Estoslímitesnodebensuperarse.Sinembargo,elCódigoOrgánicoIntegralPenaldesarrollaaúnmásladisposiciónconstitucionalyabordaespecíficamenteelconceptodelaexpiracióndelaprisiónpreventiva.Presentalaparticularidaddequesuspendeelplazoparalaejecucióndelasentenciaunavezdictada.Estasuspensiónaparentementecontradicelanormaconstitucionalyviolaelderechoalapresuncióndeinocencia.Objetivo:garantizarsucoherenciaconlanormaconstitucionaleimpedircualquierviolacióndelapresuncióndeinocenciadelaspersonasprocesadas.Metodología:enfoquecualitativo.Implicaunarevisiónexhaustivadelaliteraturarelevanteylaaplicacióndecriterios,teoríasyleyeslegalesparafundamentarloshallazgos.Elniveldeprofundidaddeestainvestigaciónesdescriptivoyexplicativo,loquenospermitedescribirlasprincipalescaracterísticasylascausasfundamentalesdelaexpiracióndelaprisiónpreventiva.Conclusión:estetrabajodeinvestigaciónestablecequeelcumplimientodelaleypenalcontradicelanormaconstitucional.Existeunadiscrepanciaentrenuestraconstituciónyelderechopenal,yaquelasuspensióndelosplazosaldictarseunasentenciaviolaelderechoalalibertadylapresuncióndeinocenciacuandosesuperaelperíododeprisiónpreventivaestablecidoconstitucionalmente.Porlotanto,seproponeunareforma de nuestra legislación penal para abordar esta cuestión.Área de estudiogeneral:Derecho.Áreade estudio específica:
caducidaddelaprisiónpreventivaenel Ecuador.
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				Abstract
Introduction:The legalstatusofapersonprosecutedorservingaprecautionarymeasureofpre-trialdetention,whichservesasa
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				presumption ofinnocence,reasonableness,andexpiration.

				lastresortbeforetrial,isofparamountimportance.Thisisduetothe apparent contrast between the provisions of the ConstitutionoftheRepublicofEcuadorandtheOrganicComprehensiveCriminal Code within our legal system. The constitutional normestablishesthatpre-trialdetentionmustberevokedoncetheperiods of 6 months for crimes punishable by imprisonment and1yearforcrimespunishablebyimprisonmenthaveexpired.Thisprovision lays down a time limit for deprivation of liberty inrelationtovariousoffences.Theselimitsshouldnotbeexceeded.However, theOrganicComprehensiveCriminalCode furtherdevelops the constitutional provision and specifically addressestheconceptoftheexpiryofpretrialdetention.Ithastheparticularitythatitsuspendsthetimelimitfortheenforcementofthejudgmentonceithasbeendelivered.Thissuspensioncontradicts the constitutional norm and violates the right to thepresumption of innocence. Objective:to ensure its consistencywith the constitutional norm and to prevent any violation of thepresumptionofinnocenceofthepersonsprosecuted.Methodology:qualitativeapproach.Itinvolvesathoroughreview of the relevant literature and the application of criteria,theories, and legal laws to substantiate the findings. The level ofdepthofthisresearchisdescriptiveandexplanatory,whichallows us to describe the main characteristics and fundamentalcausesoftheexpiryofpretrialdetention.Conclusion:Thisresearchworkestablishesthatcompliancewithcriminallawcontradicts constitutional norms. There is a discrepancy betweenour constitution and criminal law since the suspension of timelimitswhenasentenceishandeddownviolatestherighttolibertyandthepresumptionofinnocencewhentheconstitutionallyestablishedperiodofpre-trialdetentionisexceeded.Therefore,areform of our criminal legislation is proposed to address thisissue.GeneralAreaofStudy:expirationofpreventivedetentioninEcuador.

		

	

	 

	 

	Introducción

	 

	Eláreadeestudioobjetodeinvestigación,laprisiónpreventiva,constituyeunamedidaoinstitución procesal que tiene importancia constitucional. Como su nombre lo indica,implicalaprivacióndelibertadpersonalalaspersonassometidasaunprocesopenal,
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	específicamente a los acusados, durante un período definido en la Carta Magna. Estaduración está prevista legalmente y establecida judicialmente, con el objetivo principaldegarantizarlapresenciadelapersonaenelprocesopenal.Enconsecuencia,estamedidarestringe los derechos constitucionales, incluido el derecho a la libertad personal, entreotros, de acuerdo con ciertos criterios, como el factor tiempo, según lo determinado porlaConstituciónde laRepúblicadelEcuador yel CódigoOrgánico IntegralPenal.

	Por lo tanto, incluso si se supera el plazo establecido anteriormente, dicha medida quedarevocadayserestablecelalibertadsinperjuiciodelacontinuacióndelprocesoprimario.Esta es la razón por la que el derecho penal aborda las cuestiones relacionadas con elcontrol y el funcionamiento de la prisión preventiva y estipula que, una vez pronunciadala sentencia, se suspenden los plazos de expiración de la prisión preventiva. Al parecer,esta situación contradice la norma constitucional, ya que la aplicación de la legislaciónpenal no permite revocar esta medida basándose en la suspensión de los períodos decaducidad, lo que prolonga su duración debido al factor temporal. En consecuencia, seinfringen varios derechos, como la presunción de inocencia, el plazo razonable y lalibertadpersonal.

	En el contexto ecuatoriano, surge un conflicto entre la norma constitucional y el derechopenal,quehacenecesarialaexistenciadeunasentenciaejecutableparaviolarelderechoconstitucionalalapresuncióndeinocencia.Enconclusión,resultaimperativopreguntarsesi se requiere una sentencia ejecutoria para suspender los plazos de expiración de laprisión preventiva. El objetivo general es determinar la inconstitucionalidad de la normapenal en nuestra legislación, dado que el criterio mayoritario prevaleciente se opone a laejecucióndeunacondenapor lasuspensiónde losplazos deprisión preventiva.

	Lametodologíadeinvestigaciónempleadaenesteestudiorequeríaunanálisiscualitativo,basado principalmente en el análisis documental del contenido. Los criterios, las teoríasylasleyeslegalesseutilizaronencorrelaciónconelniveldelainvestigaciónexplicativadescriptiva, que se centra en el derecho positivo y proporciona una explicación completay relevante del tema. Se emplearon los métodos analíticos y dogmáticos, basados encategorías y en un examen exhaustivo de la legislación nacional relativa a la expiracióndela prisión preventiva.

	Marcoreferencial

	 

	Antecedentesdelamedidacautelardeprisiónpreventivaen Ecuador

	 

	ElestablecimientodelaprisiónpreventivacomomedidacautelarenEcuadorseremontaa la aplicación del Código Penal y el Procedimiento Penal (Presidencia de la Republicadel Ecuador, 1971). Esta legislación describía las diversas medidas cautelares, incluidaslasmedidaspersonales,comoladetenciónylaprisiónpreventiva,asícomomedidas
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	reales, como la prohibición de la enajenación de activos, el secuestro, la retención y laincautación. Estas medidas solo son aplicables en los casos especificados en el Código yenlas leyesespeciales.

	Porlotanto,lasmedidascautelarespreventivassedesarrollanenelmarcodelalegislación, que puede clasificarse como medidas reales que se refieren a la propiedad omedidas personales que pertenecen a las personas. La severidad de estas medidas sedetermina en función del grado en que afectan a los derechos de las personas de manerapreventiva.

	De conformidad con lo anterior, la Constitución Política de la República del Ecuador(AsambleanacionalConstituyentedelEcuador,1998),abordalosplazosparalaadopciónde medidas cautelares en el artículo 24.8. Establece que la prisión preventiva no debeexceder de seis meses para los delitos punibles con prisión, o un año para los delitospunibles con prisión. El incumplimiento de estos plazos dará lugar a la anulación de laordendeprisiónpreventiva,ylaresponsabilidadrecaeráeneljuezquesupervisaelcaso.

	Teniendo en cuenta los antecedentes antes mencionados, la incorporación de la medidacautelar a la legislación nacional está justificada. Esto se debe a que se han establecidolas condiciones para garantizar que la medida sea legal, no arbitraria y legítima. Uno delosaspectosclave eselfactortiempo,quesiguesiendorelevantehastaeldíadehoy.

	Por lo tanto, la Constitución de la República del Ecuador (CRE) (Asamblea NacionalConstituyentedelEcuador,2008),quehaestadovigentedesdeelmismoaño,serefierealomencionadoenelartículo77.9.Garantizaqueencualquierprocesopenalenelqueunapersonahayasidoprivadadelibertad,sedeberánobservarciertasgarantíasbásicas.Entreellas figuran los plazos de prisión preventiva, que no deben superar los seis meses en elcaso de los delitos punibles con prisión, ni un año en el caso de los delitos punibles conprisión.Si sesuperan estosplazos, sedebeanularla ordendeprisiónpreventiva.

	Eljuezquesupervisaelprocesodebeasegurarsedequelasgarantíasbásicasdescritasenla CRE se respeten en todos los aspectos del proceso. Esto incluye la duración de lamedida cautelar, incluso si supera los plazos establecidos por la CRE. En tales casos, lamedida debe ser revocada y se debe emitir una boleta de libertad, sin que ello afecte a lacontinuacióndel juicio.

	Además,elCódigoOrgánicoIntegralPenal(COIP),queentróenvigorenelmismoaño,establece en su artículo 541.3 el concepto legal de caducidad de la prisión preventiva ennuestroderechopenal(AsambleaNacionaldelaRepublicadelEcuador,2014).SegúnelCOIP,laterminacióndelaprisiónpreventivaestásujetaanormasespecíficas(AsambleaNacionaldelaRepublicadelEcuador,2014).Eliniciodelperíododecaducidadsecalculaapartirdelafechaenquelaordendeprisiónpreventivaentreenvigor.Sinembargo,es
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	importanteseñalarque,unavezdictadalasentencia,estosplazosseinterrumpen,alterandoasíel cálculo anterior.

	Al examinar los aspectos constitucionales y de derecho penal que rodean este asunto, sehace evidente que hay una falta de consenso entre la CRE y el COIP. Esta disparidadsurge cuando la Carta Magna establece una duración máxima de la prisión preventiva,mientras que el derecho penal introduce una norma (tal como dicta la sentencia) quesuspendelosplazosdecaducidad,loqueparececontradecirlasdisposicionescontenidasen la CRE (Asamblea Nacional Constituyente del Ecuador, 2008). En consecuencia,surgen dudas sobre la posible violación de derechos fundamentales como la presuncióndeinocencia, el derechoaun plazorazonabley lalibertadpersonal.

	Conceptualización,finalidadymodalidadesdela medidacautelar

	 

	Enrelación conlamedidacautelar,según explicaAcosta(2022),mencionalosiguiente:

	 

	Las medidas cautelares pueden clasificarse como personales o reales,según se refieran a la libertad personal, a la libertad de disposición de losbienesoalaadministracióndelacusado.Elpropósitodeestasmedidasesgarantizarlosobjetivosdelprocedimientolegal,garantizarlaseguridaddela sociedad o de la víctima y obtener activos adecuados para una posibleindemnización.(p. 73)

	Las medidas cautelares, que se aplican en el marco de los procesos penales, abarcanherramientasprocesalestantopersonalescomoreales,quetienenunpropósitopuramenteprocesaleimponen restriccionesalas personasysus bienes.

	Del mismo modo, según cita Acosta (2022), el exmagistrado chileno Leopoldo Veraofrece una visión de la medida cautelar como “un instrumento ideal para contrarrestar elriesgo de que durante el transcurso del proceso el sujeto activo pueda realizar actos oadoptarcomportamientosqueimpidanodificultengravementelaejecucióndelasentencia”(p. 52).

	Las medidas cautelares se basan en la legislación ecuatoriana y es crucial establecer sudefinición. Según Acosta (2022), las medidas cautelares tienen tres objetivos: garantizarla presencia del acusado durante todo el proceso, facilitar una posible indemnización yevitarlaobstruccióndelprocedimientolegal.Estasmedidasdebenajustarsealosprincipioslegales pertinentes.

	Estos objetivos están en línea con el COIP (Asamblea Nacional de la Republica delEcuador, 2014), que establece en el artículo 519 que las medidas cautelares tienen porobjeto:
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	- Salvaguardar los derechos de las víctimas y otras partes involucradas en el procesopenal. - Garantizar la presencia del acusado en el proceso penal, la ejecución de lasentenciaylaplenareparación.-Impedirladestrucciónuobstruccióndelaspruebasyladesaparición de los elementos condenatorios. - Garantizar una reparación integral a lasvíctimas.

	Del mismo modo, el artículo 522 del mencionado reglamento describe varias medidascautelaresnoprivativasquepuedeimponereljuezcompetente,yaseaindividualmenteoen conjunto, priorizándolas sobre la prisión preventiva. Estas medidas incluyen: «1.Prohibición de salir del país. 2. Obligación de comparecer periódicamente ante el juez olaautoridaddesignada.3.Arrestodomiciliario.4.Dispositivodevigilanciaelectrónica.

	5.Detención.(...)»(AsambleaNacionaldelaRepublicadelEcuador,2014).

	 

	Comosehadicho,estasmedidascautelaresnoprivativastienenprioridadsobrelaprisiónpreventiva, otra medida cautelar mencionada en el artículo 522 del COIP (AsambleaNacional de la Republica del Ecuador, 2014). Estas medidas son progresivas y tienencomoobjetivominimizarlaviolacióndederechoscomolalibertadpersonalylapresuncióndeinocencia.Paraimplementarlas,debencumplirselosrequisitosespecificados en el artículo 534 del mismo cuerpo legal (Asamblea Nacional de laRepublicadel Ecuador, 2014).

	Conceptualizacióndeprisiónpreventiva

	 

	De hecho, como se estableció anteriormente, existen numerosas medidas cautelares quenosondenaturalezaprivativa.Sinembargo,lamismaleytambiénincluyedisposicionessobrelaprisiónpreventivacomomedidacautelar.Enestecontexto,elexpertolegalJulioMaier(2011), afirmaque

	la prisión preventiva, también conocida como prisión preventiva, implica unmayor nivel de complejidad y severidad en términos de restringir la libertadpreventiva. Se diferencia de otras jurisdicciones por su potencial de duraciónprolongada y su posterior estabilidad. Esta forma de detención representa laviolaciónmássignificativadelalibertad personaly,almismotiempo,contradiceel principio de inocencia que salvaguarda los derechos del acusado (ulla poenasineiuditio).Básicamente,laprisiónpreventivaimplicainicialmenteunaltogradode desconfianza hacia los acusados, ya que se considera que pueden poner enpeligro el progreso del proceso judicial o la consecución de sus objetivos. Enconsecuencia, para mitigar estos riesgos, la ley propone confinar al acusadoduranteelprocesopenalcomomedidaexcepcional,definidalegalmenteencontraposiciónal principio delibertad personal. (pp. 415-416)
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	EsimperativohacerhincapiéenlosaspectospertinentesdestacadosporMaier,principalmenteelcarácterprolongadoyestabledelaprisiónpreventiva.Sepretendequeesta medida dure durante un período extenso, convirtiéndose así en una circunstancianormalyestableparalaspersonassometidasaella.Enconsecuencia,infringeelderechoa la presunción de inocencia. Además, implica una falta de confianza en la personainvestigadaoprocesada,yaqueinicialmentesepresumequeimpideelavancedelprocesopenal.

	Del mismo modo, el jurista Claus Roxin (2000) ofrece una definición exhaustiva de laprisiónpreventiva, queabarcalassiguientesdimensiones:

	La prisión preventiva, en el contexto del proceso penal, se refiere a laprivación de libertad impuesta al acusado con el objetivo de salvaguardarelprocesojudicialolaejecucióndelasentencia.Sufinalidadesgarantizarla presencia del acusado durante todo el proceso penal. Su objetivo esgarantizar una investigación exhaustiva de los hechos llevada a cabo porlas autoridades judiciales penales pertinentes. Su objetivo es garantizar laaplicaciónadecuadadelassancionespenales. (p.257)

	La razón de ser de la prisión preventiva, según la autora, reside en su intención derestringirlalibertaddeunapersonaqueestásiendoinvestigadaporsupresuntaparticipaciónenundelitopenal.Impulsadaprincipalmenteporconsideracionesdeprocedimiento, tiene por objeto garantizar la presencia del acusado durante todo elprocedimientopenalygarantizar unexamenexhaustivodeloshechos.Además,concedegran importancia a la ejecución de la eventualsentencia, por lo que constituye uncomponentefundamentaldela prisión preventiva.

	Principiosprocesales

	 

	Según la información antes mencionada, la utilización de la prisión preventiva comomedidacautelarseconsideralaúltimaopciónyserigeporvariosprincipiosconstitucionales.Entrelosprincipios másimportantes figuran:

	Principiode legalidad

	 

	Según el profesor Rafael Oyarte (2016), el principio de legalidad abarca dos aspectos enlaépocacontemporánea:lalegalidadenlaclasificacióndelosdelitosylalegalidadenelestablecimientodelassanciones(p.31).Elprincipiodelegalidadexigequelamedidadeprisión preventiva se determine sin tener en cuenta las disposiciones de la ley. En estecontexto, la prisión preventiva se describe en el artículo 534 del COIP, que especifica sufinalidad y los requisitos que debe cumplir para ser concedida (Asamblea Nacional de laRepublicadelEcuador,2014).Sinembargo,deconformidadconelprincipiodelegalidad,estamosobligadosacumplirconlodefinidoenelartículo76,párrafo3,delaCRE,que
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	establece que la ley debe predefinir tanto los delitos como las sanciones (AsambleaNacional Constituyente de la Republica del Ecuador, 2008). Los ciudadanos debenconocerlos de antemano para alinear su comportamiento con las normas socialmenteaceptadas.

	Esto concuerda con las estipulaciones de la Convención Americana sobre DerechosHumanos(OrganizacióndeEstadosAmericano[OEA],1969),queensuartículo7.2hacehincapié en el derecho a la libertad personal. Establece que ninguna persona puede serprivada de su libertad física, excepto en los casos y en las condiciones establecidos deantemanoporlasconstitucionespolíticasdelosEstadosparteoporlasleyespromulgadasdeconformidadcon ellas.

	Al restringir el derecho a la libertad mediante la imposición de una medida cautelar, esimperativo que la ley establezca claramente los requisitos y condiciones necesariosestablecidos en el COIP. Solo deben solicitarse y ordenarse si se cumplen las siguientescondiciones: 1) hay pruebas suficientes de la existencia de un delito, 2) hay elementosclaros, precisos y justificados que indiquen que el acusado es el autor o cómplice deldelito, 3) hay indicios de que las medidas cautelares no privativas son inadecuadas y quelaprisiónpreventivaesnecesariaparagarantizarlapresenciadelacusadoenlaaudienciadel juicio o el cumplimiento de su condena, y 4) el delito en cuestión se castiga con unapenadeprisiónsuperioraunaño(AsambleaNacionaldelaRepublicadelEcuador,2014).

	Para evitar la arbitrariedad, es por eso por lo que el derecho a la libertad, a pesar de serun derecho fundamental, está sujeto a restricciones temporales impuestas por las normaslegales. Estas normas tienen como objetivo establecer mecanismos legítimos para lasupresióno lalimitación temporalde este derechofundamental.

	Principiodeproporcionalidad

	 

	El concepto descrito por Stefan Krauth (2018), como proporcionalidad se refiere a lanecesidad de un equilibrio entre el daño causado por una acción en particular, como laprivación de libertad, y los beneficios que conlleva, como la asistencia al juicio y lafacilitación de la administración de justicia (p. 42). En consecuencia, el principio deproporcionalidadseempleaparalograrelequilibrioentreeldañoirreversibleinfligidoalacusado, ya sea durante la investigación o el procesamiento, y la ventaja procesal degarantizarsupresenciaen eltribunalduranteel juicio.

	Por lo tanto, la proporcionalidad asume el papel de una norma reguladora impuesta porlos miembros de la asamblea, con el objetivo de impedir que se persigan objetivosprocesalesqueseanincongruentesconlasintervencionessobrelosderechosfundamentalesdel acusado.
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	La aplicación del principio de proporcionalidad se deriva únicamente de las normasconstitucionalesypenales.Ensudesarrollo,eljuezresponsabledegarantizarlassalvaguardiaspenalesdebedefenderlosderechosconstitucionalesmedianteunadeliberación cuidadosa. En concreto, cuando un derecho fundamental choca con unprincipio contrario, la aplicación de dicho derecho depende del principio contrario. Porlo tanto, es imprescindible tener en cuenta este aspecto a la hora de tomar una decisión.No obstante, el principio de proporcionalidad debe entenderse como un método deinterpretación judicial y constitucional de los derechos fundamentales consagrados en lalegislaciónque formaparte del derecho penal.

	Principiodenecesidad

	 

	El principio de necesidad, que se inscribe en los subprincipios de proporcionalidad,afirma que la prisión preventiva como medida cautelar es admisible constitucionalmentesies laúnicamedidacapazdealcanzarplenamentelos posiblesobjetivos procesales.

	DeacuerdoconlaperspectivadeBernal(2010),hacereferenciaalprincipiodenecesidadyarticula lo siguiente:

	La evaluación de la necesidad de la norma sancionadora se divide en dosetapas: en primer lugar, tiene como objetivo determinar si existen mediosno penales adecuados que puedan salvaguardar los intereses legales y, almismo tiempo, ser menos perjudiciales para los derechos fundamentalesafectados por la norma sancionadora; en segundo lugar, una vez que sehaya establecido que los mecanismos no penales son insuficientes paradicha protección, es necesario asegurarse de que el tipo y la gravedad dela sanción prescrita por el legislador son los mínimos requeridos paracumplirlacon finespreventivos. (p. 166)

	Sobre la base de las ideas de Bernal, se evalúa la necesidad de una medida sobre otraconsiderandoquelaopciónmenosdañinadebeprevalecersobrelasmedidascoercitivas.Además,dependedelcomportamientodelacusado,loquepermiteunaadaptaciónprogresiva de las medidas, como la privación de libertad. Es importante señalar que estanecesidad debe estar debidamente justificada y argumentada por el fiscal en su solicitud,yeljuez,asuvez,debeproporcionarrazonesjustificadasparaconsiderarlaprivacióndelibertadcomo una medidanecesaria.

	Principioderazonabilidad

	 

	El concepto de razonabilidad implica que los jueces están obligados a examinar losderechosprotegidosconstitucionalmentequeestánimplicadosdurantelaprisiónpreventiva,asícomolasramificacionesdelasdecisionesquetoman.Además,sisepuedejustificarrazonablementelanecesidaddetomarprecauciones,hayqueasegurarsedeque
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	dichas medidas no comprometan la razonabilidad material de la acción y, al mismotiempo,eviten cualquierperjuicio.

	De conformidad con la sentencia del Tribunal Constitucional núm. 025-16-SEP-CC(Corte Constitucional del Ecuador, 2016), el principio de razonabilidad se explica de lasiguientemanera:

	Comoseestablecióanteriormente,unodeloscomponentesesencialesquedebeincluirunasentenciajudicialparaqueseconsideremotivadaeseldelarazonabilidad.Estoimplicaquelaresolucióndebedictarsedeconformidad con los principios constitucionales y legales que constituyennuestro marco legal y que son pertinentes al caso específico en cuestión.(p. 16)

	Como se aclara en la sentencia antes mencionada, se hace hincapié en que debe existiruna argumentación adecuada, lógica y coherente que alinee las normas constitucionalesy penales con las circunstancias específicas del caso, manteniendo al mismo tiempo lajerarquíaconstitucionalparaevitar cualquierviolaciónde losderechosogarantías.

	Análisisnormativodelaprisiónpreventiva

	 

	Enestasección,examinaremoslasregulacionesnacionaleseinternacionalesrelacionadascon la prisión preventiva, con un enfoque particular en resaltar la aparente contradicciónentreellas.

	La Convención Interamericana de Derechos Humanos (OEA, 1969), aborda la cuestiónenel artículo 7.5, queestipulalo siguiente:

	Elderechoalalibertadpersonal:todapersonaqueseadetenidaydetenidadebe comparecer sin demora ante un juez u otro funcionario judicialautorizado,deconformidadconlaley.Tendránderechoaserjuzgadasconlas debidas garantías en un plazo razonable o a ser puestas en libertad, sinperjuicio de las actuaciones judiciales en curso. La libertad de la personapodrá estar condicionada a la existencia de salvaguardias que garanticensupresencia duranteel juicio.

	El derecho en cuestión tiene un peso significativo, ya que no impone ninguna limitacióna su duración a menos que no cumpla los criterios prescritos. En consecuencia, laConvención pide a sus estados miembros que actúen con prontitud a fin de minimizarcualquierefecto adversosobredicho derecho.

	Además,laCRE(AsambleaNacionalConstituyente,2008),ensuartículo77.9,establecelassiguientes disposiciones:
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	Entodoprocesopenalqueimpliquelaprivacióndelibertaddeunapersona,debenrespetarselassiguientesgarantíasfundamentales:laduracióndelaprisiónpreventiva,bajolajurisdiccióndeljuezquepreside,no debe superar los seis meses en el caso de los delitos castigados con lapenadeprisión,ounañoenelcasodelosdelitospuniblesconprisión.Encaso de que se sobrepasen estos plazos, se revocará la orden de prisiónpreventiva.[...]

	En relación con el derecho a la libertad consagrado en la mencionada convención, elCódigo Penal Integral regula que este derecho inherente, que se infringe mediante unamedidacautelar,debecausarundañomínimoalacusadoalestablecerplazosespecíficosparasuvencimiento.

	Enconsecuencia,elCOIP(AsambleaNacionaldelaRepublicadelEcuador,2014),ensuartículo541.3, establecelas siguientes disposiciones:

	Laexpiracióndelaprisiónpreventivaseregiráporlossiguientesprincipios: el plazo para que surta efecto se calculará a partir de la fechaen que la orden de prisión preventiva entre en vigor y se pronuncie lasentencia;estos plazos seinterrumpirán.

	Como se mencionó anteriormente con respecto al plazo razonable para el juicio de unapersona, la Constitución establece un límite a la duración especificada, que asciende aseismesesyunaño,segúnsieldelitosecastigaconprisiónoreclusión,respectivamente.Sin embargo, a diferencia de las disposiciones antes mencionadas, la legislación penalgeneralmente no respeta estos límites temporales, lo que constituye una circunstanciapeculiar. En particular, en la parte final del artículo 541, párrafo 3, se establece que, unavezdictadalasentencia,sesuspenderánestosplazos,loqueconstituyeunacontradicciónquevaencontradelosprincipiosdelapresuncióndeinocenciaydelderechoalalibertadque poseen las personas. Al suspender estos plazos, la legislación va en contra de lasnormasdemayorrango en el orden jerárquico.

	RevisióndesentenciasdelaCorteInteramericanadeDerechosHumanosCasoSuarezRoseroVs.Ecuador,Sentencia12denoviembrede1997

	Antecedentesdelcaso

	 

	En la madrugada del 23 de junio de 1992, los señores Suárez Rosero y Nelson Salgadofueron aprehendidos por dos individuos encapuchados que viajaban en un vehículo noidentificado.EstaspersonasalegaronqueelarrestoserealizóenrespuestaaunadenunciasobrelaquemadedrogasenunaquebradatipoZambia,enlaqueparticiparonocupantesdeun vehículo tipo «Trooper».
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	Posteriormente,tantoelSr.SuárezcomoNelsonSalgadofuerontrasladadosalasoficinasde la Interpol en la ciudad de Quito y posteriormente trasladados a las mazmorras. No sele proporcionó al Sr. Suárez la identidad de la persona que presentó la denuncia enrelación con la quema de drogas, ni se le permitió informar a su familia acerca de sudetención.Bajopresiónyamenazas,fueobligadoaaceptarsuparticipaciónenelcrimen.Durantetodalatarde,fueobjetodemalostratosfísicos,comosergolpeado,asfixiadoconunabolsaqueconteníagaslacrimógenoyamenazadoconelectrocutarloyahogarloenuntanque de agua. Además, fue acusado de traficante de drogas y se enfrentó a la amenazadequecitaran y coaccionaran asuesposa.

	Dentro de las primeras 24 horas de su detención, el Sr. Suárez presentó una declaraciónante el Tercer Fiscal. Sin embargo, no se le informó de su derecho a tener acceso a undefensor público. Estuvo recluido en una celda pequeña, de unos 15 metros cuadrados,junto con otras 17 personas. Lacelda, ubicadaen un sótano,carecíade ventanas,ventilación y ropa de cama adecuada. Durante 30 días, durmió sobre un periódico.Durantesudetención,sufrióunaneumoníayleadministraronanalgésicos.Alfinaldesureclusiónen régimendeincomunicación,su familialesuministró penicilina.

	El 23 de julio de 1992, el Sr. Suárez fue objeto de maltrato físico por parte de un grupopolicial del Grupo de Intervención y Rescate. Junto con otros detenidos, lo obligaron aponerseencuclillasconlasmanosenlanucayloobligaronaconfesarcomonarcotraficante.Loamenazaronyloobligaronacorrerporelpatioconlosojosvendados,ante la amenaza de que lo matarían. Como resultado de su reclusión en régimen deaislamiento, perdió una cantidad importante de peso por miedo a consumir alimentos ydesarrollóalergias adeterminadassustancias y alimentos.

	Nofuesinohastael28dejuliode1992queelSr.Suárezpudoverasufamilia.Luegolocolocaronenunaceldadeaproximadamentecuatrometrospordosmetrosymedio,dondepermaneció en prisión preventiva durante cuatro años. Se le permitía pasar cuatro horasal día en el patio. Las consultas legales con su abogado siempre se llevaban a cabo enpresencia de un oficial de policía. No compareció ante un juez hasta ese momento.Finalmente, se emitieron una orden de prisión preventiva y un hábeas corpus, perolamentablementefuerondenegados.Finalmente, seordenó supuestaenlibertad.

	Delprocesojudicial

	 

	ElSr.SuárezRoserofueaprehendidoalas2:30delamañanadel23dejuniode1992poragentesdelaPolicíaNacionaldelEcuadorcomopartedeunaoperaciónpolicialdenominada«Ciclón».Elobjetivoprincipaldeestaoperacióneradesmantelarunadelasmayores organizaciones internacionales de narcotráfico. Es importante destacar que, enelmomentodelarresto,nosehabíaemitidoningunaordendearrestonievidenciadequesehubieracometido un acto delictivo.
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	Posteriormente, el 12 de agosto de 1992, el Juez Tercero de lo Penal de Pichincha dictóunaordendeprisiónpreventivacontraelseñorSuárezRosero(núm.125del12deagostode1992), la cualseprodujo dosmesesdespuésdesudetención inicial.

	Posteriormente, el 16 de abril de 1996, la Primera Sala del Tribunal Superior de Justiciade Quito decretó la liberación del Sr. Suárez Rosero. Esta orden judicial se ejecutó el 29delmismo mes y año.

	Delaprivacióndelalibertad

	 

	La sección argumentativa de la presente sentencia, Caso Suárez Rosero contra Ecuadorde la Corte Interamericana de Derechos Humanos (1997), arroja luz sobre la cuestión delaprisiónpreventiva.Enestecontexto,laCortedefiendeelprincipiodelapresuncióndeinocencia como principio fundamental de las garantías judiciales. Este principio afirmaque una persona es considerada inocente hasta que se demuestre su culpabilidad. Elartículo8.2delaConvenciónimponealEstadolaobligacióndenorestringirindebidamente la libertad del detenido, a menos que sea estrictamente necesario paragarantizarelprogresosintrabasdelasinvestigacionesylaadministracióndejusticia.Esimportante señalar que la prisión preventiva es una medida cautelar y no punitiva. Esteconceptofundamentalseexpresaenvariosinstrumentosdelderechointernacionaldelosderechoshumanos,incluidoelPactoInternacionaldeDerechosCivilesyPolíticos.Segúneste pacto, la práctica general no debería implicar la prisión preventiva de personas enesperadejuicio(art.9.3).Imponerunperíododedetencióndesproporcionadoapersonascuya responsabilidad penal no se ha establecido constituiría una injusticia. Tal actoequivaldría a prejuzgar una sentencia, lo que contradice los principios generales delderechouniversalmentereconocidos (párr.77).

	El punto clave del argumento anterior es afirmar que se presume la inocencia de laspersonashastaquesedemuestresuculpabilidady,porlotanto,laspartesqueintervienenen un proceso judicial deben reducir al mínimo la privación de libertad del acusado. Nohacerlosetraduciríaen unaprivación de libertad injusta.

	ElTribunalconcluyequelaprolongadaprisiónpreventivadelSr.SuárezRoseroviolóelprincipio de presunción de inocencia. Estuvo detenido del 23 de junio de 1992 al 28 deabril de 1996 y, a pesar de la orden de puesta en libertad dictada el 10 de julio de 1995,su puesta en libertad no pudo ejecutarse hasta casi un año después. Por lo tanto, la Cortedeclaraqueel Estadohavioladoelartículo8.2delaConvenciónAmericana(párrafo78)(CorteInteramericanadeDerechos Humanos, 1997).

	En este contexto, es importante enfatizar la fuerte correlación entre el período de tiemporazonableylapresuncióndeinocencia.Estacorrelaciónsehapuestoderelieveenuna
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	importante jurisprudencia, tal como se refleja en la CRE y el COIP, en la que se insta alosoperadoresdejusticiaarespetardiligentementelaexpiracióndelaprisiónpreventiva.

	CasoTibiVsEcuadorSentenciade07deseptiembrede2004(excepcionespreliminares,fondo, Reparaciones yCostas)

	Antecedentesdelcaso

	 

	ElSr.DanielTibi,denacionalidadfrancesa,dirigíaunaexitosaempresaespecializadaenpiedraspreciosas.LafamiliaTibioptóporestablecerseenlaciudaddeQuitodebidoasuafición por Ecuador. El 27 de septiembre de 1995, el Sr. Tibi fue aprehendido porindividuos vestidos de civil y armados. Estas personas lo obligaron a subir a un vehículonooficial,afirmandoquesetratabadeuncontroldeinmigraciónnosolicitado.ElSr.Tibino fue informado de su derecho a la representación legal. A pesar de ello, accedió acooperar,loque diolugar ala verificacióndesusituaciónde residencia.

	Posteriormente, fue escoltado hasta la sede de la INTERPOL para una verificaciónadicional.Fueenese  momentocuandorecibióinstruccionesdeentregartodassuspertenenciaspersonales,incluidaslasherramientas,laspiedraspreciosasvaloradasen

	135.000dólaresylachequeraquehabíautilizadoduranteeltiempoqueestuvodetenido.Las autoridades le informaron de que tenía que viajar en avión a Guayaquil para prestartestimonio.Estetestimonioibaatenerlugarenuncuartel,dondeseencontróconagentesde policía, un fiscal y un coronel llamado Abraham Correa. En este contexto, se le pidióqueidentificaraavariaspersonasenvariasfotografías,unadelascualeslehabíaofrecidoun negocio de suéteres de cuero. El Sr. Tibi se vio obligado a firmar una declaración enlaquereconocíaaesapersona.

	Durante todo el tiempo que estuvo en el cuartel, nunca se presentó ninguna orden dedetención contra el Sr. Tibi. Tardó cuatro días en establecer contacto con su esposa ypermaneció en el cuartel un total de ocho días. Posteriormente, fue trasladado a laPenitenciaría de Litoral, donde estuvo preso durante 843 días. Durante ese período, fueinternado inicialmente en un pabellón conocido como «cuarentena» durante 45 días,seguidodeotros90díasenelpabellón«atenuado».Además,estuvorecluidoenunaceldade castigo sin ningún tipo de separación entre los delincuentes más peligrosos y los queestabanalaesperadesentencia.

	Tras pasar un total de 27 meses, tres semanas y tres días detenido, el Sr. Tibi fuefinalmentepuestoen libertad el 21 de enero de1998.

	Delprocesojudicial

	 

	El 18 de septiembre de 1995, en la región del Guayas, Ecuador, durante una operacióncontralosnarcóticos conocidacomo«OperativoCamarón»,las autoridadespolicialesse
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	encontraron con un congelador de General Electric con un volumen de 26 pies cúbicos.Dentrodeestecongelador,sedescubrieron45cajasqueconteníanlangostinos,juntoconuna cápsula que, tras ser analizada, mostró una reacción similar a la del clorhidrato decocaína.Posteriormente,el18deseptiembrede1995,elSr.EduardoEdisonGarcíaLeónfue aprehendido. Vale la pena señalar que el 23 de ese mismo mes y año, el Sr. GarcíaLeón prestó un testimonio en el que afirmó que un individuo francés llamado Daniel lehabía suministrado gramos de cocaína en dos o tres ocasiones distintas. Posteriormente,el 27 de septiembre de 1995, agentes de la INTERPOL detuvieron a Daniel Tibi en laciudad de Quito (Eloy Alfaro). Cabe señalar que esta detención se llevó a cabo sin ordenjudicial y se basó únicamente en una sola prueba, a saber, la declaración proporcionadaporlos coacusados.

	El 28 de septiembre, el juez Ángel Rubio Game emitió una orden de detención judicial.Enestamismafecha,elSr.TibipresentósuversióndeloshechosalfiscalOswaldoValleCevallos,aunquesinlapresenciaderepresentaciónlegal.Posteriormente,el4deoctubrede 1995, se dictó una orden de prisión preventiva contra el Sr. Tibi, quien fue trasladadodelcuartelmodelodeGuayaquilalaPenitenciaríadeLitoralaldíasiguiente.Esimportantemencionarqueel8dediciembrede1995,elSr.EduardoGarcíaseretractódesuanteriordeclaraciónincriminatoria,loquellevóaljuezadictarunaordendesobreseimientoel5deseptiembrede1997.Enconsecuencia,seconfirmóelsobreseimiento provisional del juicio del Sr. Tibi el 14 de enero de 1998, por lo que seordenó su puesta en libertad el 20 de enero de 1998. Esta liberación se llevó a caboposteriormenteel 21 delmismoaño.

	Delaprivacióndelalibertad

	 

	Según la sentencia en el caso de Caso Tibi contra Ecuador (Corte Interamericana dederechosHumanos, 2004), la Corteafirmalo siguiente:

	En el caso del Sr. Tibi, su detención preventiva duró dos años, tres mesesy tres semanas, lo que no se considera razonable, ya que no cumple losrequisitos de prisión sin condena. Para que la detención se considerejustificada, es necesario establecer su validez desde el principio. Si ladetención fue ilegal o arbitraria desde su inicio, como ocurrió con el Sr.Tibi,ningúnplazopuedeconsiderarserazonable. Además,inclusosiexisten sospechas razonables de que el acusado ha cometido un delito, elEstado debe demostrar que estas sospechas han aumentado hasta un nivelquejustificaladuracióndeladetención.Estorequiereevaluacionesperiódicasdelanecesidadylegitimidaddelamedida,loquenosehizoenel caso del Sr. Tibi. Además, incluso si hay suficientes sospechas quejustifiquenlaprisiónpreventiva,elEstado debedemostrarquehallevado
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	acabolainvestigacióncondiligencia,loqueclaramentenohasidoposibleenestecaso.(párrafo 91h)

	Teniendo en cuenta la duración de la detención, en particular su falta de legalidad desdesu imposición, así como la presunción esencial de la comisión de un delito o de laparticipación de la persona, y garantizando que el juez haya actuado con la debidadiligenciaal seguirel procedimientoadecuado encada caso.

	El Tribunal considera crucial hacer hincapié en que la prisión preventivaes la medida más severa que se puede imponer a una persona acusada deun delito. Por lo tanto, su aplicación debe ser excepcional, ya que estárestringidaporlosprincipiosdelegalidad,presuncióndeinocencia,necesidad y proporcionalidad, todos los cuales son indispensables en unasociedaddemocrática.(párrafo 106)

	Se reconoce que la prisión preventiva es una medida muy severa, que va acompañada degarantíasy principios relativos asuorigen y duración.

	La razonabilidad del plazo a que se hace referencia en esta disposición(artículo8.1delaConvenciónAmericanasobreDerechosHumanos)debeevaluarse en relación con la duración total del proceso legal, desde laprimeraacciónprocesalhastaquesedictelasentenciadefinitiva.LaCortehadeterminadoque,enlascausaspenales,elplazocomienzaapartirdelafecha de la detención de la persona. Si esta medida no es aplicable pero elproceso penal está en curso, el período debe comenzar desde el momentoenquela autoridadjudicialtengaconocimientodelcaso.(párrafo168)

	El Tribunal declara que la razonabilidad del plazo debe evaluarse desde la detencióninicialdel acusadohastael momentoen quelamedida sealegalmenteválida.

	LadetencióndelSr.DanielTibituvolugarel27deseptiembrede1995.Porconsiguiente,la evaluación del plazo debe comenzar a partir de ese momento. Además, el Tribunal haestablecidoque,paradeterminarsielplazoesrazonable,esnecesariotenerencuentaqueel proceso concluye con la emisión de una sentencia definitiva y concluyente en el caso,agotando así plenamente la jurisdicción. Es fundamental señalar que, especialmente enmateria penal, este período debe abarcar todo el procedimiento, incluidas las posiblesapelacionesquesepresenten(párr. 169).

	De conformidad con la cita antes mencionada y de manera pertinente, es fundamentalsubrayar que la Corte ha afirmado que, a partir del momento de la detención, se debeconsiderar el plazo hasta la conclusión del proceso, específicamente hasta que se dicteuna sentencia definitiva y concluyente. Esto abarcará toda la duración del proceso y seconsideraráel tiempo total paraevaluarsurazonabilidad.
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	Este tribunal ha declarado que el principio de presunción de inocenciaconstituye un pilar fundamental de las salvaguardias judiciales. Según lodispuestoenelartículo8.2delaConvención,elEstadotienelaobligaciónde abstenerse de restringir la libertad del detenido más allá de los límitesestrictamente necesarios para garantizar que el detenido no impida elavance eficiente de las investigaciones ni eluda a la justicia. En estesentido,laprisiónpreventivasirvemáscomomedidacautelarquepunitiva.Esteconceptoencuentrasulugarennumerososinstrumentosdelderecho internacional de los derechos humanos. El Pacto Internacional deDerechos Civiles y Políticos estipula que la prisión preventiva de losacusados no debe ser la norma general (artículo 9.3). Se produce unaviolación de la Convención cuando se priva de libertad a personas cuyaresponsabilidad penal no se ha establecido durante un período de tiempoexcesivo. Esto equivaldría a una imposición prematura de la pena, lo quecontraviene los principios jurídicos universalmente reconocidos (párrafo180).

	El quid del análisis de la sentencia consiste en subrayar que, si se sobrepasan los plazosestablecidos, la privación de libertad sería desproporcionada e irrazonable. Esto se debea que aún no se ha refutado la responsabilidad penal, lo que hace que el inicio de unasentencia no esté justificado. Es fundamental subrayar los conceptos de razonabilidad,plazo razonable y presunción de inocencia a los que debe ajustarse la prisión preventivaparaajustarsealos preceptos legales pertinentes querigen suorigen y duración.

	AnálisisdelaResoluciónNo.02-2023delaCorteNacionaldeJusticiadelEcuadorydelaSentencia No.2505-19-EPemitida porla Corte Constitucionaldel Ecuador

	ResolucióndelaCorteNacionaldeJusticia No.02-2023

	 

	EnelpresenteapartadoseanalizarálaresoluciónemitidaporlaCorteNacionaldeJusticia(2023),mismaqueen suparteexpositivaindica:

	AntecedentesdelaResolución

	 

	Estaresoluciónsurgiócomoresultadodelascuestionesrelacionadasconlainterpretacióndel artículo 541, párrafo 3, del Código Orgánico Integral Penal (COIP)(AsambleaNacionaldelaRepublicadelEcuador,2014),específicamenteenrelaciónconlaexpiracióndelaprisiónpreventiva.Lacuestiónprincipalessisesuspenderálaexpiraciónde la prisión preventiva cuando la sentencia se dicte verbalmente o si es necesaria unanotificación por escrito a las partes implicadas. Los jueces y tribunales responsables delas garantías penales en el país han identificado dos problemas en la interpretación delartículo541.3.Enprimerlugar,noestáclarosilafrase«sehadictadolasentencia»se
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	refiere a la decisión oral mencionada en el artículo 619 o a la oración escrita descrita enel artículo 621. En segundo lugar, no está claro si es necesaria una sentencia ejecutoriapara interrumpir las fechas de expiración de la prisión preventiva. Estas ambigüedadeshanllevadoalosjuecesaaplicardemaneraincoherenteelartículo541.3,loqueponederelievelanecesidaddequeelplenodelaCorteNacionaldeJusticiaejerzasufacultaddeestablecer una interpretación y una aplicación unificadas de la ley a fin de garantizar laseguridadjurídica(p. 2).

	Enrespuestaaesteconflicto,losjuecesdelaCorteNacionaldeJusticiahaninterpretadoelmencionadoartículodemaneraquenoexigelanotificaciónpor escritodelasentenciacondenatoria.Argumentanquelafrase«lasentenciadictada»implicaquelosperíodosdeexpiración de la prisión preventiva se suspenderán cuando la sentencia se pronuncieoralmente. Respaldan su posición al destacar las ventajas del sistema de procedimientooral.

	Desdeelpuntodevistadelahermenéuticajurídicaydeconformidadconunainterpretación integral y sistemática del ordenamiento jurídico, se puede argumentar queel requisito del acto formal de notificación con la sentencia condenatoria escrita no esnecesario para interrumpir las fechas de caducidad de la prisión preventiva, tal como seestablece en el artículo 541.3 del Código Orgánico Integral Penal. La norma estableceexplícitamente que «una vez dictada la sentencia, estos plazos se interrumpirán», enreferencia a los plazos de seis meses y un año mencionados en los números 1 y 2 de lacitada norma. Por lo tanto, se puede concluir que la decisión oral de condena, quedetermina la existencia del delito, la individualización de la responsabilidad del acusadoy la pena correspondiente, tal como se describe en los artículos 619 y 621 del mismocódigo, se considera el pronunciamiento y la decisión del tribunal sobre los asuntos ocuestiones de fondo del proceso. Cabe señalar que el artículo 88 del Código OrgánicoGeneraldeProcedimientos,unanormacomplementariaenmateriapenalestablecequelasentencia y la decisión oral tienen el mismo significado legal procesal. En consecuencia,la decisión oral motivada pronunciada durante la audiencia desempeña un papel crucialparagarantizarelcumplimientodelplazorazonableestablecidoconstitucionalyconvencionalmente, así como la aplicación del sistema procesal oral descrito en losartículos 168.6 de la Constitución y 5.11 y 560 del Código Orgánico Integral Penal. Porlo tanto, se puede argumentar que este acto jurisdiccional debe considerarse el hito en lainterrupciónde lasfechasdecaducidad dela prisión preventiva.

	Delmismomodo,laresolucióntambiénabordalacuestióndesilacondenaporinterrumpir la expiración de la prisión preventiva debe ejecutarse o no. De acuerdo conlo expuesto anteriormente, se menciona que si la decisión oral efectivamente suspendelosplazosdeexpiracióndelaprisiónpreventiva,seríailógicoexigirsucumplimiento.

	 

	 

	 

	 

	 

	 

	Análisis&Tiempo      Página77|89

	 

	
[image: Image]ISSN:2773-7330

	Vol.6No.1.pp.59–89.enero-marzo2024

	 

	

	www.alfapublicaciones.com

	Queencuantoalsegundo problema,paraqueoperela interrupcióndelacaducidad delaprisión preventiva, debe existir sentencia condenatoria que imponga al procesado unapena privativa de libertad, sin que aquella necesariamente debe estar ejecutoriada, pueselrequisitoimperativodelanormadelartículo541.3delCódigoOrgánicoIntegralPenales que se haya “dictado sentencia”, y tal como manifestamos al resolver el problemajurídicoanterior,enestecasoentendemosaestaexpresióncomoladecisiónoralmotivadade condena emitida en el juicio, resulta jurídicamente lógico que la ley no exige elrequisito de ejecutoriada; teniendo en cuenta además que la condición de la personaprocesadapasódeserladepresuncióndeinocenciaaladeserdeclaradaresponsableporuna infracción penal y condenado a una pena privativa de libertad; esto sin perjuicio delosrecursos quelaley estableceparalarevisión del fallo (p.4).

	Es relevante este punto, ya que este análisis realizado por la Corte se limita a verificar laterminología utilizada en el COIP, y complementando a ello de acuerdo a la presenteresolución le cambia la condición del procesado de presunción de inocencia a declararloculpable, aparentemente contraviniendo lo que refiere la CRE (2008), en su Art 76.2refiere: “Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras nosedeclaresuresponsabilidadmedianteresoluciónfirmeosentenciaejecutoriada”,siendolaúnicamaneralegalmenteposibledecambiarlacondiciónjudicialdeunapersonaenlalegislaciónecuatoriana

	Resolución

	 

	Consecuentemente, la resolución a la que llega el Pleno de la Corte Nacional de Justiciaes que los plazos de caducidad de la prisión preventiva de seis meses y un año previstosen el artículo 541 numerales 1 y 2 del Código Orgánico Integral Penal, se interrumpendesdelaemisióndeladecisiónoralmotivadaydictadaenaudienciadeconformidadconelartículo619delmismoCódigo,según loestablecidoenelArt. 1delaResolución.

	En la misma línea, en el Art. 2 de la Resolución se menciona: “Para que opere lainterrupcióndelacaducidaddelaprisiónpreventivanoesnecesarioqueexistasentenciaejecutoriada”, por los motivos ya expuestos con anterioridad; situación que resultaría serinconstitucional dentro de Estado de derechos y de justicia que gobierna la legislaciónecuatoriana.

	Sentencia de la Corte Constitucional del Ecuador caso No. 2505-19-EP/21Antecedentesdel caso

	El 30 de enero de 2018, se llevó a cabo una audiencia flagrante y se formularon cargoscontraMarceloAgustínDelgadoVilela(eldemandante)yotraspersonas porelpresuntodelitoderobo.Simultáneamente,eljuezpresidentedictóunaordendeprisiónpreventiva.El3dediciembrede2018,todoslosacusadosfueronabsueltosyposteriormentepuestos
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	en libertad. Tras ello, las partes implicadas en el procedimiento interpusieron un recursode apelación, que se resolvió el 20 de febrero de 2019, con la aceptación de los recursosy la anulación de la orden de sobreseimiento. En consecuencia, se emitió una directivapara procesar a los autores del robo, lo que dio lugar a la imposición de la prisiónpreventiva a Marcelo Delgado. Posteriormente, el demandante fue detenido el 2 de abrilde2019(Corete Constitucional del Ecuador,2021).

	El 17 de junio de 2019, el Sr. Marcelo Delgado presentó una petición de hábeas corpusante la Sala Única Multicompetente del Tribunal Provincial de Esmeraldas, en la queafirmabaquesuprisiónpreventivahabíaexpirado.Sinembargo,el8dejuliode2019,supeticiónfuedenegada,conelargumentodequehabíaestadoenprisiónpreventivadurante11mesesy28 días(CorteConstitucionaldel Ecuador,2021).

	El 14 de enero de 2020, el Tribunal de Garantías Penales del cantón de Esmeraldasdeliberó y declaró la culpabilidad penal de los acusados. La audiencia de apelación tuvolugar el 27 de mayo de 2021, durante la cual la mayoría de los jueces afirmaron lainocencia de los acusados. Como resultado, se presentó un recurso de casación y, en laactualidad, la admisibilidad de este recurso sigue sin resolverse (Corete ConstitucionaldelEcuador, 2021).

	El28deagostode2019,seinicióunaacciónextraordinariaparaprotegerlasentenciadeapelaciónyel 12de noviembrede2020sellevóacabola audienciacorrespondiente.

	ConsideracionesyfundamentosdelaCorteConstitucional.casoNo.2505-19-EP(CorteConstitucionaldel Ecuador, 2021):

	El argumento esgrimido por el demandante afirma que la sentencia norespetó las disposiciones establecidas en la Constitución con respecto a laterminación de la prisión preventiva. Por el contrario, la Sala de la CorteNacionaldeJusticiaúnicamentetuvoencuentalafechaenquesepresentólasolicituddehábeascorpus(17dejuniode2019)paracalcularelnúmerode días transcurridos. Este análisis no reconoció que «al momento deresolver el caso, ya habían transcurrido 43 días adicionales, por lo que seconcluye que la prisión preventiva había terminado en dicha fecha (...) y,hastaahora,laprisiónpreventivasehaextendidoporunaño,dosmesesydiezdías». (párrafo 26)

	La cuestión pertinente que nos ocupa es la metodología empleada para determinar eltiempo durante el cual el demandado estará sujeto a esta medida, y es imperativo darcuentadel plazohastaqueseresuelvalapeticióncorrespondiente.

	ElTribunalConstitucionalhacehincapiéendosinstanciasclave.Enprimerlugar,estipulaque,silapersonaprocesadahaalcanzadoladuraciónmáximadelaprisiónpreventivay
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	no ha sido condenada mediante sentencia, la medida deja de tener efecto. En segundolugar, al igual que la primera, si la sentencia no es ejecutable debido a una apelaciónpendiente,nuncabastarácomojustificaciónparanocumplirelplazoconstitucional.Estoconfirmalanecesidaddequeexistaunasentenciaejecutoria.Enestesentido,lasentenciaantesmencionadaestablece:

	El Tribunal Constitucional, basándose en su jurisprudencia, ha indicadoque, si una persona ha cumplido el período máximo de prisión preventivaestablecido en la Constitución sin ser condenada, debe ser puesta enlibertad sin necesidad de una orden judicial. Además, se hace hincapié enque la existencia de una condena inaplicable, debido a una apelaciónpendiente, no justifica que dicha persona continúe recluida más allá delplazomáximo establecido enla Constitución. (párrafo 31)

	Votoconcurrente

	 

	En el presente caso, el ex juez del Tribunal Constitucional, Ramiro Ávila Santamaría,emitió un voto adicional, quien, en su motivación inicial, subrayalanecesidaddemantenerlagarantíadenosobrepasarelperíododeprisiónpreventivaprescritoconstitucionalmente. A este respecto, Ávila Santamaría emplea un enfoque triple paradilucidarsuargumento.

	En primer lugar, se destaca el factor contextual de la crisis carcelaria. ElCódigo Penal Orgánico Integral (COIP) amplía el ámbito de la privacióndelibertad,abarcandoaunmayornúmerodepersonas,duranteunperíodoprolongado y a una gama más amplia de delitos en comparación con supredecesor, el Código Penal. Además, el COIP prolonga los períodos dedetenciónyreducelaprobabilidaddeexcarcelación.Estoselogramediante el aumento de las penas, la reducción de las medidas y penasalternativas y la restricción de los impedimentos previos a la libertad. ElCOIP también promueve las condenas expeditas, que no cuentan con elapoyo probatorio adecuado, mediante procedimientos como el abreviado,que recuerda a los aspectos más atroces del sistema inquisitorial, según elcual el único reconocimiento de culpabilidad por parte del acusado bastaparagarantizarunacondena.Enconsecuencia,estosmecanismosprocesales dan lugar a un aumento de las condenas sin permitir que secelebren juicios auténticos con las debidas garantías. La consecuencia deestasmedidaslegislativas,entreotras,eselproblemadelhacinamientoenlasprisiones(párr. 10).

	Las declaraciones del Dr. Ramiro Ávila se refieren principalmente a la crisis carcelariaenEcuador,motivodegravepreocupación.Estacrisissemanifiestaenlamezclade
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	personasquehansidocondenadasypersonassujetasamedidascautelaresenlosmismoscentros, sin ninguna separación discernible entre las personas condenadas y las que seencuentranenprisiónpreventiva.Sibienlaleyestipulalocontrario,estadistinciónnoseaplica.Enconsecuencia,larealidaddelsistemapenitenciariosiguesiendoincierta,loquepone en peligro constante los derechos de las personas privadas de libertad. Por lo tanto,incluso una medida cautelar implementada en el contexto de una crisis carcelaria, comoes el caso de Ecuador, puede interpretarse como equivalente a una sentencia de muerte oa una decisiónque compromete gravemente elbienestar físico yemocionalde laspersonasprivadasdelibertad.

	Este análisis se basa en el reconocimiento de que no es solo la medida, la condena o lapenaloqueconstituyeunimpedimento,sinomásbienelestadoactualdelpropiosistemapenitenciario, que estásumido en una crisis. En consecuencia, el Estado no puedegarantizarlos derechos inherentesdelas personasprivadasdelibertad.

	Además, las últimas reformas introducidas por el COIP agravan la situación al fomentarlaprivacióndelibertaddeunmayornúmerodepersonas.Estasreformascontravienen elprincipio de mínima intervención penal al ampliar las categorías de delitos penales.También limitan las circunstancias en las que las personas privadas de libertad puedenacogersealrégimensemiabiertoy,enconsecuencia,cumplirsuscondenasmientrasgozandelibertad, entreotrasmedidasrestrictivas.

	Enelcasoconcretorelativoa laterminaciónde la prisiónpreventiva,la decisiónsimultánea afirma que una persona, que era inocente, sufrió una privación de libertadpersonal durante un período superior a tres años. Esto ocurrió porque, a pesar de haberrecibido una condena, no era ejecutable en el momento en que se presentó la acción dehábeascorpus, queseajustabaala normaconstitucional.

	Enrelación conesteasunto,sehacereferenciaa:

	 

	El precedente relativo a la expiración de la prisión preventiva: el caso serefiereaunapersonaquefuesometidaaprisiónpreventivaporunpresuntodelito de robo. Mientras duró la acción de hábeas corpus, la personapermaneciódetenidaduranteuntotalde11mesesy28días.Posteriormente,seleimpusounasentenciade9añosdeprisión,quesiguiósiendo inaplicable. Cuando el juez deliberó sobre el hábeas corpus y lodenegó, había transcurrido un período de 1 año y 45 días. En segundainstancia, el Tribunal confirmó el estado de inocencia de la persona. Engeneral, la persona permaneció encarcelada durante 3 años, 7 meses y 27días.(párrafo 27)
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	Como se mencionó anteriormente, según el punto de vista de Ramiro Ávila Santamaría,la presunción constitucional de inocencia no puede ser socavada a menos que exista unacondenadebidamenteejecutada.Enconsecuencia,siunacusadoessometidoalamedidacautelar de prisión preventiva y no se dicta sentencia ejecutoriada alguna, nunca podráconsiderarseviolado suderechoala presuncióndeinocencia.

	La razón subyacente a la expiración reside en el reconocimiento de lapresunciónde inocencia. Toda persona que carezca de una sentenciaejecutoriadadebeserconsideradaytratadacomoinocente:lainocenciadetodapersonasepresumiráysetratarácomotal,siemprequenosedeclaresu culpabilidad mediante una decisión firme o una sentencia ejecutoriada.(párrafo35)

	Por lo tanto, lo importante de la sentencia antes mencionada reside en el hecho de queestá respaldada por el artículo 76, párrafo 2, de la CRE, que contempla que ningunapersonapuedeserdeclaradaculpablesinunadecisiónfirmeounasentenciaejecutoriada,ya que infringe los derechos fundamentales, incluidos los más importantes: la libertadpersonaly lapresuncióndeinocencia.

	Caducidad de la prisión preventiva: análisis de la Constitución de la República delEcuadoryel Código Orgánico IntegralPenal

	Para el año 2008, la nueva Carta Magna de Montecristi, promulgada por la AsambleaNacional ecuatoriana, mantuvo una redacción similar a la de la Constitución Política delaRepúblicadelEcuadorde1998(AsambleanacionalConstituyentedelEcuador,1998).Específicamente, al abordar las protecciones fundamentales de las personas privadas delibertad, la Carta Magna de Montecristi, en su artículo 77.9, contempla la siguientedisposición:

	En los casos relacionados con delitos punibles con prisión, la prisión preventiva no debeexceder de seis meses, bajo la jurisdicción del juez que preside. En el caso de delitoscastigadosconprisión,laduraciónmáximadelaprisiónpreventivaesdeunaño.Encasodequesesobrepasenestos plazos,serevocarálaorden deprisión preventiva.

	El mantenimiento de las limitaciones a la duración de la privación de libertad comomedidacautelar seajustaalos requisitosdel derecho internacional.

	Del mismo modo, el COIP (Asamblea Nacional de la Republica del Ecuador, 2014), enreferencia a la expiración de la prisión preventiva, establece lo siguiente en el artículo541.3:Laexpiracióndelaprisiónpreventivaseregiráporlassiguientesnormas:Eliniciodel período de expiración se calculará a partir de la fecha en que la orden de prisiónpreventiva haya entradoenvigor.Una vez que sedicte sentencia,estosplazosseinterrumpirán.
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	Según Ayala (2019), “la prolongación del período de detención se ha justificado conargumentos como la suspensión de las actividades judiciales, la congestión judicial, lafuerza mayor en la ejecución de los procedimientos de investigación y juicio o razonesqueseatribuyen directamenteal acusado”(p. 136).

	Como destacó el referido autor, dado que la prisión preventiva es una medida cautelarordenadaporunaautoridadsupervisora,específicamenteunjuezcalificado,noseconsidera una sanción penal. Además, se hace hincapié en que el estado de detenciónpreventiva la diferencia del estado final de una sentencia. Sin embargo, ¿qué ocurre si eltribunalconfirmala inocencia delapersona?

	Elincumplimientodelaexpiracióndelaprisiónpreventivaysusconsecuenciasconstituyeunaviolacióndelosderechosfundamentalesdelacusado,incluidoslosprincipios del debido proceso, la presunción de inocencia y el derecho a la libertad. Esteincumplimientoafectadirectamenteasubienestarfísico,psicológicoyemocional,yaquese encuentran privados de libertad. Además, la situación empeora cuando esta medidacautelar excede el plazo designado y va en contra de las normas constitucionales ypenales. Esto crea una contradicción legal que requiere una interpretación, que debebasarseenlajerarquía.Enestecaso,debeprevalecerelprincipiodesupremacíaconstitucional.

	Metodología

	 

	Lapresenteinvestigaciónsellevóacaboutilizandounenfoquecualitativo.Específicamente, se empleó una revisión bibliográfica y una fundamentación teórica dela multiplicidad de contextos. Estos métodos se utilizaron debido a la utilización decriterios, teorías y leyes legales. Estas herramientas facilitaron la ejecución de unainvestigaciónprivilegiadacentradaenelanálisisexhaustivoyreflexivodelossignificadosrelevantes dentro deltérmino delaprisión preventiva.

	Elniveldeprofundidaddelainvestigaciónsecaracterizaporserdescriptivo-explicativo.El aspectodescriptivopermitió describirlascaracterísticas principalesdel temadeestudio.Lafacetaexplicativapermitióunaexploraciónprofundadelascausasfundamentalesdel problema deinvestigación.

	Seemplearonvariosmétodos,incluidoslosmétodosinductivo-deductivo.Estosmétodospermitían razonar en función de características particulares hasta llegar a conclusionesgenerales. Además, se empleó el método analítico-sintético. Este método consistió endesglosar la información pertinente sobre el tema para reconstruirla de manera concisa.Otro método utilizado fue el enfoque dogmático-jurídico, que se centró en el estudio delderechopositivoyfacilitólaorganizaciónsistemáticadelasnormasdeunamaneraclaraylógica.
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	Resultados

	 

	Losresultadosobtenidosenesteesfuerzodeinvestigaciónsonlossiguientes:

	 

	Durante el estudio, se ha podido determinar o confirmar que la medida cautelar sirvecomo un mecanismo procesal destinado a garantizar la eficacia de un proceso en elcontexto de este caso penal, a saber, la prisión preventiva. Esta medida en particular sedestacaentre lasmedidas existentesestipuladasen nuestralegislacióndebido asunaturalezaaltamentecoercitiva,porloqueimponerestriccionesalosderechosdemaneracautelar,siemprequeseajustealoslímitesestablecidospornuestralegislaciónycumplaconlos requisitos legalesnecesarios.

	Asimismo,sehadeterminadoquelamedidacautelardeprisiónpreventivaestárespaldadayjustificadaporvariosprincipios,asaber,lalegalidad,laproporcionalidad,lanecesidady la racionalidad. Además, hay requisitos procesales que deben cumplirse para imponeresta medida a un acusado del que los jueces presuman responsable penalmente por undelito.

	Mantener la privación de libertad de una persona más allá del plazo establecido en elCódigo Orgánico Integral Penal constituye una violación del derecho a la presunción deinocenciayaun plazo razonable.

	Las disposiciones del Código Orgánico Integral Penal carecen de claridad en cuanto a lacaducidaddelaprisiónpreventiva,yaqueúnicamentedeterminaqueunavezpronunciadalasentencia,seinterrumpiránlosplazosdesuejecución.Porlotanto,quedaladudadesisoloseexigequelasentenciasepronuncieoralmenteosilanormaserefierealhechodequela sentenciadebedictarsepor escrito y serdebidamenteejecutable.

	Según la forma en que está formulado el artículo 541, párrafo 3, del Código OrgánicoIntegralPenalenrelaciónconlainterrupcióndelosperíodosdeprisiónpreventiva,parececontravenir el principio de supremacía constitucional. Esto se debe al hecho de que laConstitución de la República del Ecuador establece que se interrumpirán los plazos deexpiraciónde laprisión preventiva.

	La Corte Nacional de Justicia del Ecuador, así como el Tribunal Constitucional, hanemitido sentencias sobre el alcance del artículo 541, párrafo 3, del Código OrgánicoIntegral Penal. Sin embargo, hay una falta de uniformidad en sus criterios. La AudienciaNacional, por su parte, sostiene que los plazos se suspenderán cuando la sentencia sepronuncie oralmente, mientras que el Tribunal Constitucional sostiene que es necesariauna sentencia debidamente ejecutada para que surta efecto la expiración de la prisiónpreventiva.

	Discusión
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	La discusión central de este artículo científico gira en torno a la determinación de si elcese de la prisión preventiva debe detenerse únicamente con la emisión de la sentencia ymásaúnconlarecientedecisióndelaAudienciaNacional,queafirmaqueelpronunciamiento oral de la sentencia basta para suspender los plazos de dicha cesación.Este enfoque, que me parece contrario a los Derechos Constitucionales de los Acusados(CRE), contradice la postura adoptada por el Tribunal Constitucional en las sentenciasanalizadas, que afirman que la suspensión o prolongación de los períodos de prisiónpreventivaesdesproporcionada,ilegaleirracional.Estosedebeaquelapersonaprocesada aún no ha recibido una sentencia ejecutable, lo que infringe derechos como lapresunciónde inocenciay la libertad personal.

	Basándonosenelcontenidopresentadoenesteartículocientífico,hemosencontradounadoctrina y una jurisprudencia legales que refuerzan y contradicen nuestra posición. Laimportanciapendienteylosderechosqueestánenjuegosondesumaimportancia,yaquelaemisiónindiscriminadayespontáneademedidasdeprisiónpreventivageneraproblemas de hacinamiento en las prisiones y muchas otras violaciones relacionadasindirectamenteconlalibertadpersonal.Enconsecuencia,nuestroanálisissecentraenlosprincipios del Derecho Constitucional relativos a la presunción de inocencia y al plazorazonable. Según las conclusiones presentadas en este artículo, es imperativo que lasentencia mencionada en el artículo 541, párrafo 3, del Código de Procedimiento Penal(COIP)seaejecutableafindesuspenderlosplazosdeexpiracióndelaprisiónpreventiva.

	Conclusiones

	 

	Al analizar la doctrina y la jurisprudencia en torno a las normas y principios procesalesnacionales e internacionales de derechos humanos, el presente estudio centrado en laterminaciónde la prisiónpreventiva enEcuador nospermiteextraer lassiguientesconclusiones:

	
		Paraquelamedidacautelardeprisiónpreventivasealícitayevitelaarbitrariedad,eljuez debeemplearlacomomedidadeúltimorecurso,conelobjetivodesalvaguardarlosobjetivosprocesalesparalosqueseimpuso,siemprequecumplacon los plazos establecidos constitucionalmente. Los principios y requisitos de laprisiónpreventivasonprincipiosquetienencomoobjetivogarantizarlaimposicióndedichamedida,evitandoqueviolelosderechosygarantíasfundamentales de una persona procesada, lo que contradice la resolución emitidaporlaCorteNacionaldeJusticiadelEcuador(02-2023),quefacultaalasentidades judiciales a suspender las penas de prisión únicamente tras la emisiónde una sentencia oral, justificando esta acción por el cambio de condición de lapersonaprocesadadepresuntainocenteadeclaradaresponsabledeuninfracción.Esta situación es inconstitucional, ya que la única forma de infringir el derecho alapresuncióndeinocenciaeslaexistenciadeunasentenciaejecutable.Cuandose
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	supere el plazo para la expiración de la prisión preventiva de conformidad con laCartaMagna,laordendeprisiónpreventivaquedarásinefecto.Además,segúnlainterpretación de la Corte Nacional de Justicia, cuando la sentencia se dicteoralmente, se suspenderán los plazos de vencimiento de la prisión preventiva, loque prolongará el trámite y la resolución del caso y, por lo tanto, infringirá elderechoaunperíodorazonable,lapresuncióndeinocenciaylalibertadpersonal.Esta situación se debe al hecho de que Ecuador ha sido declarado penalmenteresponsableporvariosactosdenunciadosycondenadosporlaCorteInteramericanadeDerechos Humanos.

	
		La expiración de la prisión preventiva constituye una garantía constitucionalcrucial y obligatoria. La disposición de la CRE establece un período de prisiónpreventiva,cuyoobjetivoespreveniroeliminarlasviolacionesdederechos.Estamedidacumpleunafunciónjurisdiccional.Sinembargo,lasinstitucionesyfuncionarios responsables de su creación e implementación no pueden garantizarel pleno ejercicio de este derecho debido a la contradicción que existe entre laCRE y el COIP. La primera establece plazos que no pueden superarse, mientrasquelasegundaintroduceunaparticularidadquevulneralosderechos.Parainfringir la presunción de inocencia es imprescindible que exista una sentenciaejecutoria, como lo reconoce el hecho de que la CRE constituye un estándarsuperior y, por lo tanto, debe resolverse con base en la constitución. Esto no loestablece el COIP, cuya redacción no está clara, y es la CNJ la que ha hecho talinterpretación.



	Propuestadereforma

	 

	La reforma que se propone en el presente trabajo investigativo es incluir la frase “mismaqueseencuentre ejecutoriaday en firme”seguidodela palabrasentencia.

	Art.541.-Caducidad.–Lacaducidaddelaprisiónpreventivaseregiráporlassiguientesreglas: 3. El plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que sehizoefectivalaordendeprisiónpreventiva.Dictadalasentenciamismaqueseencuentreejecutoriaday en firme, seinterrumpiránestos plazos.
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